
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO  DE CALI  
 

Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

                                   

Auto No. 1110 

 

Radicado   : 76-001-33-33-016-2017-00162-00 

Medio de Control : Reparación directa 

Demandante  : Edwin Sánchez Cuero y Otros 

Email   : juridicasbj@gmail.com     

Demandado  : Departamento del Valle del Cauca 

Email   : lclibrerosb@gmail.com - njudiciales@valledelcauca.gov.co       

Demandado  : Hospital Mario Correa Rengifo 

Email   : juridica@hospitalmariocorrea.gov.co - juridicahmcr@gmail.com  

Demandado  : Saludvida EPS 

Email   : mipinzonm0512@gmail.com - notificacioneslegales@saludvidaeps.com  

Llamado en garantía : La Previsora SA Compañía de Seguros 

Email   : notificaciones@gha.com.co  

 

Ref. Auto concede apelación. 

 

Mediante escrito allegado vía correo electrónico el día 05 de septiembre de 2022, la 

demandante a través de apoderado judicial, apeló la sentencia No. 055 de agosto 23 de 

2022, notificada el día 25 de agosto de 2022. 

  

Siendo oportuno y procedente, conforme a lo dispuesto en el Art. 247 numeral 1 de la Ley 

1437 de 2011, el Despacho concederá el recurso de apelación interpuesto para que se 

surta ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. 

 

Por lo expuesto, el Despacho Dispone:  

 

CONCEDER el recurso de APELACIÓN en el efecto suspensivo, presentado por la 

parte demandante, contra la sentencia No. 055 de agosto 23 de 2022, dictada en el 

asunto de la referencia, ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca.  

 
Por secretaría del Juzgado, REMÍTASE el original del expediente a la citada Corporación. 

Ofíciese en tal sentido. 

 

NOTIFÍQUESE   

 

 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 
HRM                    Juez 

 

Firmado Por:
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Constancia Secretarial: A Despacho de la señora Juez el presente proceso proveniente del Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. Provea usted, Santiago de Cali, 07 de octubre de 2022.   

 

 

KAROL BRIGITT SUAREZ GOMEZ 

Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

 
 

Auto No. 1111 
 
Radicación    : 76-001-33-33-016-2017-00281-00 

Medio de Control       : Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 

Demandante : Antonio Aldemar Albornoz 

Email : ximenaleal79@hotmail.com  

Demandado : Caja de Retiro de las Fuerzas Militares – CREMIL. 

Email : notificacionesjudiciales@cremil.gov.co - daortega@cremil.gov.co  

Asunto    : obedecer y cumplir – convoca audiencia de conciliación 

 

Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2.022). 

 

Teniendo en cuenta la constancia secretarial que antecede, este Despacho procede acatar lo resuelto 

por el Honorable Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, el cual, mediante 

providencia del 05 de julio de 2022, con ponencia del Doctor OMAR EDGAR BORJA SOTO, resolvió 

devolver el expediente al Juzgado 16 Administrativo Oral de Cali, para que realice la audiencia de 

conciliación que consagra el inciso 4º del Artículo 192 de la ley 1437 de 2011. 

 

De conformidad con lo anterior, deberán las partes dentro del término de ejecutoria del presente auto, 

informar al despacho la dirección de correo electrónico a la cual quieren que se envié el link para la 

realización de la audiencia de conciliación y su número de teléfono, a la dirección de correo 

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Dieciséis Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali, 

 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por el Honorable Tribunal Contencioso 
Administrativo del Valle del Cauca. 
 
SEGUNDO:  CONVÓQUESE a las partes, sus apoderados y al Ministerio, para la celebración de la 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN de que trata el Art. 192 Inc. 4 de la ley 1437 de 2011 dentro del 
trámite de la referencia, que se realizará de manera virtual el día miércoles (19) de octubre de dos mil 
veintidós (2022), a las 09:00 a.m., la asistencia de la parte demandada – recurrente, es obligatoria, so 
pena de declarar desierto el recurso formulado. 
 
TERCERO: Requerir a las partes dentro del término de ejecutoria del presente auto, informen al 

despacho la dirección de correo electrónico a la cual quieren que se envié el link para la realización 
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de la audiencia de conciliación y número de teléfono, al correo 

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 
HRM       Juez  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  
 

Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

                                   

Auto No. 1112 

 

Radicado   : 76-001-33-33-016-2019-00266-00 

Medio de Control : Nulidad y restablecimiento del derecho Tributario 

Demandante  : Pernod Ricard Colombia S.A. 

Email   : davidmartinez@smaa.com.co - santiagomeza@smaa.com.co 

  pabloandresmeza@smaa.com.co     

Demandado  : Departamento del Valle del Cauca 

Email   : angelamariacelis@gmail.com - njudiciales@valledelcauca.gov.co       

 

Ref. Auto concede apelación. 

 

Mediante escrito allegado vía correo electrónico el día 26 de enero de 2022, la 

demandante a través de apoderado judicial, apeló la sentencia No. 097 de diciembre 16 

de 2021, notificada el día 13 de enero de 2022. 

  

Siendo oportuno y procedente, conforme a lo dispuesto en el Art. 247 numeral 1 de la Ley 

1437 de 2011, el Despacho concederá el recurso de apelación interpuesto para que se 

surta ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. 

 

Por lo expuesto, el Despacho Dispone:  

 

CONCEDER el recurso de APELACIÓN en el efecto suspensivo, presentado por la 

parte demandante, contra la sentencia No. 097 de diciembre 16 de 2021, dictada en el 

asunto de la referencia, ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca.  

 
Por secretaría del Juzgado, REMÍTASE el original del expediente a la citada Corporación. 

Ofíciese en tal sentido. 

 

NOTIFÍQUESE   

 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 
HRM                    Juez 
. 

Firmado Por:

Lorena   Silvana Martinez   Jaramillo

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 016

Cali - Valle Del Cauca
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

 

Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

           Auto No. 1113 

Radicación   : 76001-33-33-016-2019-00322-00  

Medio de Control  : Nulidad y Restablecimiento del Derecho -Tributario  

Demandante   : Comunicación Celular SA –COMCEL SA  

Email    : fbravo@bravoabogados.co 

Demandado   : Municipio de Florida –Valle 

Email   : j.hacienda@hotmail.com        

Asunto   : Pone en conocimiento pruebas – Traslado Alegatos 

 

Mediante correos electrónicos de fechas 25 de marzo y 22 de julio de 2022, el Municipio de Florida 

allegó respuesta a los requerimientos del despacho con relación a las pruebas decretadas en 

audiencia inicial del 30 de agosto de 2021, y reiteradas en audiencia de pruebas del 24 de marzo de 

2022, en vista de lo anterior, habiéndose recaudado el material probatorio decretado en audiencia 

inicial, el despacho pondrá en conocimiento de las partes las pruebas documentales allegadas, 

concediéndoles el término de 03 días para que se pronuncien respecto de la incorporación de las 

mismas, una vez vencido dicho término, tomando en consideración que no hay pruebas por practicar 

se dispone cerrar el debate probatorio, prescindir de la etapa de juzgamiento y se concede a las 

partes término común para que presente sus alegatos de conclusión dentro del término de los diez 

(10) días siguientes al vencimiento del termino para pronunciarse respecto de las pruebas. 

Igualmente, se le advierte a las partes que la sentencia será dictada dentro de los veinte (20) días 

siguientes al vencimiento del término concedido para los alegatos. Se advierte que el Ministerio 

público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Dieciséis Administrativo Oral de Cali, 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: PONER en conocimiento de las partes las pruebas allegadas. 

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de tres (03) días a las partes para que se pronuncien sobre la 

incorporación de las pruebas allegadas.  
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TERCERO: PRESCINDIR de la continuación de la Audiencia de pruebas. 

 

CUARTO: una vez vencido el término para pronunciarse sobre las pruebas CÓRRASE traslado por 

el término de diez (10) días, para que las partes presenten sus alegatos de conclusión por escrito, el 

Ministerio Público podrá rendir concepto si a bien lo tiene. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 
HRM                 J u e z 

 

 

Firmado Por:

Lorena   Silvana Martinez   Jaramillo

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 016

Cali - Valle Del Cauca
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL  

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO SANTIAGO DE 
CALI  

Auto Interlocutorio Nº 1108 
 

Expediente  76-001-33-33-016-2022-00195-00 

Medio de Control EJECUTIVO 
Correo Juzgado: of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Demandante MARIA ELENA BALANTA OSORIO 
marioorlando_324@hotmail.com 

Demandado DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA - 
SECRETARIA DE DUCACION DEPARTAMENTAL                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               
juridica@valledelcauca.gov.co 

Asunto Remite por competencia – Forma conflicto 

 
Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 
I. Antecedentes. 

 

La Sra. MARIA ELENA BALANTA OSORIO, identificada con la cédula de ciudadanía 

No. 29.281.119, mediante apoderado judicial, instauró demanda a través del medio de 

control ejecutivo, contra el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA – 

SECRETARIA DE DUCACION DEPARTAMENTAL, para obtener el pago de la 

siguiente obligación: 

 

1. Se libre mandamiento ejecutivo contra el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 

CAUCA – SECRETARIA DE DUCACION DEPARTAMENTAL, por el valor de 

$10.486.354, valor equivalente al reajuste de cesantías definitivas reconocidas en la 

resolución No. 0680 del 12 de octubre de 2012. 

 

2. Se libre mandamiento ejecutivo contra el DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 

CAUCA – SECRETARIA DE DUCACION DEPARTAMENTAL, por el valor de 

$7.751.173, valor equivalente a la indexación del reajuste de la cesantías reconocidas 

y no pagadas. 

 

3. Se ordene el pago de los intereses moratorios a la tasa del DTE, calculados desde 

el 01 de diciembre de 2012 hasta la dúa que se verifique el pago de la obligación. 
 

Con la demanda, allegó los documentos base de la presente acción de recaudo tales 

como:  

 

Copia de la Resolución No. 0680 del 12 de octubre de 2012 “por medio de la cual se 

reconoce y autoriza el pago de reajuste de cesantías definitivas, a la Sra. MARIA 

ELENA BALANTA OSORIO, con cc. 29.281.119 de Buga (Valle), exfuncionaria de la 

Administración Municipal”.1 

 

                                                           
1 Ver pdf.002 DemandaYAnexos. Fls. 11-14 
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En la aludida resolución se le reconoce a la demandante, la suma de $13.040.247,00, 

por concepto de reliquidación de cesantías definitivas, las cuales se le pagan al 

personal administrativo – Ampliación de Cobertura Educativa – Sistema General de 

Participaciones, se realiza con concurrencia del presupuesto de la Secretaría de 

Educación Departamental en un valor de $10.486.354,00 y por la Secretaría de 

Educación Municipal de Buga, por medio del cual le reconoce y autoriza el pago por 

reajuste de Cesantías Definitivas a la señora María Elena Balanta Osorio, por valor de 

$2.553.893,00. 

 

De acuerdo a lo anterior, se hace necesario por parte del Despacho examinar la 

presente demanda y decidir si es factible dictar auto de mandamiento de pago con 

fundamento en el documento que se acompaña con la demanda, si el mismo se ajusta 

a la condición de título ejecutivo conforme al artículo 297 del CPACA, y si en los 

términos del artículo 104 ejusdem, esta jurisdicción es competente para conocer de la 

presente acción ejecutiva, para lo cual es preciso hacer las siguiente, 

 

II. CONSIDERACIONES. 

 

2.1. Normatividad del proceso ejecutivo. 

 

En relación con el proceso ejecutivo contencioso, es enteramente aplicable las normas 

del CGP, esto en razón a las modificaciones que realizó el artículo 80 de la ley 2080 

de 2021 al artículo 298 de la ley 1437 de 2011, en la que introdujo previsiones 

especiales que han de tenerse en cuenta en su trámite, de tal suerte que ha de 

remitirse la jurisdicción de lo contencioso administrativo a las reglas señaladas por la 

ley 1564 de 2012 para impulsar las etapas, formalidades y procedimientos propios de 

esta clase de proceso. 

 

En efecto, el artículo 81 de la ley 2080/21, efectúo modificaciones al artículo 299 del 

CPACA, en relación a su trámite en esta jurisdicción, expresamente que se debe acudir 

al Código General del Proceso (Ley 1564/12). 

 

También el Consejo de Estado había dejado por sentado en un pronunciamiento en 

ese mismo sentido indicando lo siguiente2: 

 
"(...) De esta forma, para el Despacho resulta claro que se avanzó con la Ley 1437 de 
2011, en la creación de normas especiales para el trámite de los procesos ejecutivos 
administrativos, sin perjuicio, de la remisión normativa a las previsiones del 
procedimiento civil en lo particular de dicho proceso. 
 
El artículo 299 del citado estatuto procesal, dispuso: «Salvo lo establecido en este 
Código para el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en la ejecución de los 
títulos derivados de las actuaciones relacionadas con contratos celebrados por 
entidades públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento 
Civil para el proceso ejecutivo de mayor cuantía».  
 
Así y al seguir los preceptos del referido artículo 299, se tiene que los procesos 
ejecutivos administrativos, hoy en día, se deben tramitar por las reglas del proceso 
ejecutivo de que trata el artículo 422 y siguientes de la Ley 1564 de 20123, 

                                                           
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección 2ª - Subsección B. CP: Dra. Sandra Lisset 

Ibarra Vélez. Providencia del 18 de mayo de 2017. Expediente N°: 150012333000201300870 02 (0577-2017) 
3 Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 
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contentivo del Código General del Proceso, dado que el nuevo estatuto derogó las 
normas del procedimiento civil que se referían al proceso ejecutivo de mayor cuantía.  
 
Adicionalmente, los trámites que se surtan al interior de todo proceso de ejecución, 
incluyendo la presentación de excepciones4, realización de audiencias5, sustentaciones 
y trámite de recursos6, también se sujetarán a las previsiones y formalidades del 
Código General del Proceso, pues el proceso ejecutivo, se debe desarrollar con base en 
las disposiciones de éste último estatuto procesal y no del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dado que en la normatividad procesal.  

 

De las normas aludidas y el precedente trasuntado, es claro que, tratándose del 

proceso ejecutivo, las normas a aplicarse son las establecidas en el Código General 

del Proceso. 

 

Ahora bien, el artículo 297 CPACA señala: 

 
Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 
 
1.  Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al 
pago de sumas dinerarias. 
 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de 
sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible. 
 
3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos 
y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos  en  que  
consten  sus  garantías,  junto  con  el  acto  administrativo  a  través  del  cual  se  declare  
su  incumplimiento,  el  acta  de  liquidación  del contrato, o cualquier acto proferido con 
ocasión de la actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y 
exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones. 
 
4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, 
en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una 
obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad 
administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de 
hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar. (Negrilla y 
subrayas del Despacho).  
 

El numeral 4° del artículo 297 del CPACA, constituye título ejecutivo, las copias 

auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales 

conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, 

expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La autoridad que 

expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia 

auténtica corresponde al primer ejemplar. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 215 Ibídem, que prescribe que 

cuando se trate de títulos ejecutivos, los documentos que los contengan deberán 

cumplir los requisitos exigidos en la ley. 

 

A la par, el artículo 298 del CPACA, instituye el procedimiento para hacer efectivas las 

solicitudes de pago de los documentos mediante el cual se impone una condena por 

                                                           
4 Ver artículo 442 de la Ley 1564 de 2012 
5 Ver artículos 372 y 373 C.G.P 
6 Ver artículos 321, 322, 323, 324, 325, 326, 327, 328, 329 y 330 del C.G.P 
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esta jurisdicción, esto es, las sentencias debidamente ejecutoriadas, las decisiones en 

firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en 

forma clara, expresa y exigible, conciliación, laudos arbitrales en que hubiere sido parte 

una entidad del Estado. 

 

A su vez, el artículo 299 ídem, hace referencia a los procedimientos de orden 

contractual, actos administrativos relacionados con los contratos, lo cual guarda 

relación y concordancia con el artículo 104 ejusdem, que se refiere a los asuntos que 

debe conocer esta jurisdicción, y del cual se desprende con meridiana claridad que 

tratándose de procesos ejecutivos emanados de actos administrativos, no le asigna 

competencia a esta jurisdicción, a menos que se han los enmarcados en el artículo 

299 id., esto es, que tengan que ver con contratos de la administración.  

 

En efecto, el Artículo 104 del CPACA, prescribe lo siguiente: 

 
Artículo 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

 
6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones 
aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales 
en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los 
contratos celebrados por esas entidades. 
(…)” Negrilla del Juzgado) 

 

Ante la meridiana claridad de la disposición trasuntada, es claro para este Despacho 

que, dentro de la competencia asignada a esta jurisdicción, los ejecutivos derivados 

de actos administrativos no son de su competencia, a excepción de los que tienen que 

ver en materia de contratos, como se indicó precedentemente. Lo que deviene con 

claridad que este Juzgado no es competente para conocer del presente asunto, sino 

que les corresponde a los juzgados laborales como pasa a verse a continuación: 

 

En efecto, el artículo 100 del Código de Procedimiento Laboral, señala: 

 
“Articulo 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCION. Será exigible ejecutivamente el 
cumplimiento de toda obligación originada en una relación de trabajo, que conste en acto 
o documento que provenga del deudor o de su causante o que emane de una decisión 
judicial o arbitral firme.  
(…)”  
 

Aunado a lo anterior, tal disposición guarda concordancia con la cláusula general 

comprendida en el numeral 5° del artículo 2° Ibídem, que prescribe:  

 
“Artículo 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de:  
 
5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema 
de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad.  
(…)” (Negrilla fuera de texto original) 
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Concluyese de lo anterior, que la jurisdicción laboral ordinaria, tiene por competencia 

residual el conocimiento de las ejecuciones de obligaciones derivadas de una relación 

laboral o de trabajo, de ahí que, en el estudio de la competencia, no puede analizarse 

aisladamente el numeral 4° del artículo 297 del CPACA, del que podría aseverar que 

solo enlista los documentos que constituyen título, mas no de la asignación del 

conocimiento en esta jurisdicción.  

 

En ese contexto, y advirtiéndose que en el sub -examine el título ejecutivo base de la 

presente acción de recaudo allegado por el apoderado de la demandante, es la 

resolución No. 0680 del 12 de octubre de 2012 por medio de la cual la Alcaldia 

Municipal de Guadalajara de Buga – Secretaría de Educación, reconoció y ordenó el 

pago de un ajuste a unas cesantías definitivas del Personal Administrativo – 

Ampliación de Cobertura Educativa – Sistema General de Participaciones, en que se 

realiza con concurrencia del presupuesto de la Secretaría de Educación 

Departamental en un valor de $10.486.354,00 y por la Secretaría de Educación 

Municipal de Buga, por medio del cual le reconoce y autoriza el pago por reajuste de 

Cesantías Definitivas a la señora María Elena Balanta Osorio, por valor de 

$2.553.893,00, es decir, es un acto administrativo que contiene el reconocimiento de 

una acreencia laboral a favor de la actora, la Jurisdicción competente para conocer de 

la ejecución de esta obligación es la ordinaria laboral, tal como se indicó 

precedentemente. 

 

En suma, comoquiera que las normas aludidas anteriormente en relación con el 

trámite, procedimiento y competencia de los procesos ejecutivos, las cuales descartan 

de la competencia de esta jurisdicción los ejecutivos derivados de actos 

administrativos, es preciso, hacer un recuento de la jurisprudencia en relación al tema. 

 

2.2. Marco jurisprudencial para remitir el expediente a la jurisdicción laboral. 

 

Sobre este aspecto, es preciso traer a colación lo manifestado por el Consejo de 

Estado, en providencia del 27 de marzo de 2001 con ponencia del Dr. Jesús María 

Lemus Bustamante7: 

 
“(…) En auto de 27 de septiembre de 2001, radicación No.19300, Consejero Ponente 
Ricardo Hoyos Duque, se modificó el criterio mayoritario al considerar que, como según 
el texto de la Ley 244 de 1995 “bastará acreditar la no cancelación dentro del término 
previsto en este artículo.”, la acción procedente para reclamar la sanción moratoria es la 
acción ejecutiva porque la sanción se causa automáticamente sin necesidad de 
reconocimiento expreso por parte del deudor y se podría ejercer con el acto de 
liquidación de las cesantías, a efectos de reclamar la sanción moratoria causada desde 
la fecha de su expedición hasta la del pago efectivo de la obligación. Esto es, la acción 
de reparación directa no es viable para reclamar en forma independiente el pago de unas 
sumas cuyo reclamo se omitió por las vías conducentes.  
(…)  
 
En sentencia de 19 de febrero de 2004, radicación No.1846-2003, Consejero ponente 
Jesús María Lemos Bustamante, se sostuvo que el pago de las cesantías definitivas 
debe adelantarse ante el Juez Laboral del Circuito y se negó el pago de la sanción 
moratoria por la falta de pago oportuno de la cesantía definitiva al considerar que debe 
existir una petición previa a la administración en ese sentido.  
(…)  
 

                                                           
7 Consejo de Estado -Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Exp. No. 76001-23-31-000-2000-02513-01(IJ)   
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Conforme al texto de la norma se presentan varias hipótesis, a partir de la petición del 
interesado, que pueden dar lugar a la existencia de un conflicto, así:  
 
5.3.1 La administración no resuelve el requerimiento del servidor público sobre la 
liquidación de sus cesantías.  
 
5.3.2 La administración no reconoce las cesantías y, por ende, no las paga.  
 
5.3.3. La administración efectúa el reconocimiento de las cesantías.  
 
En este caso pueden ocurrir variar posibilidades:  
 
5.3.3.1. Las reconoce oportunamente pero no las paga.  
5.3.3.2. Las reconoce oportunamente pero las paga tardíamente.  
 
5.3.3.3. Las reconoce extemporáneamente y no las paga.  
 
5.3.3.4. Las reconoce extemporáneamente y las paga tardíamente.  
 
5.3.4. Existe pronunciamiento expreso sobre las cesantías y/o sobre la sanción y el 
interesado no está de acuerdo con el monto reconocido.  
 
En las situaciones aludidas que impliquen discusión respecto del contenido mismo del 
derecho la Sala considera que la acción procedente es la de nulidad y restablecimiento 
del derecho de carácter laboral, en razón de que el origen de la suma adeudada es una 
acreencia laboral.  
 
En las hipótesis en que no haya controversia sobre el derecho, por existir la resolución 
de reconocimiento y la constancia o prueba del pago tardío, que, en principio, podrían 
constituir un título ejecutivo complejo de carácter laboral, el interesado puede acudir 
directamente ante la justicia ordinaria para obtener el pago mediante la acción ejecutiva. 
V.gr. hipótesis 5.3.3.1 y 5.3.3.2. 
 
En este caso la obligación debe reunir los requisitos previstos en los artículos 100 y 
siguientes del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, esto es, ser expresa, 
clara, exigible y constar en documento que provenga del deudor o de su causante pues 
el fundamento del proceso ejecutivo es la certeza sobre la existencia de la obligación.  
(…)  
 
En este caso el interesado debe provocar el pronunciamiento de la administración para 
obtener el acto administrativo que le sirva de título ejecutivo ante la Jurisdicción Laboral, 
no ante los jueces administrativos, porque el artículo 134 B-7, adicionado por la Ley 446 
de 1998, artículo 42, sólo les otorgó competencia a éstos para conocer de los procesos 
ejecutivos originados en condenas impuestas por esta jurisdicción, mientras que el 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el 
artículo 2 de la Ley 712 de 2001, le adjudica competencia general a la jurisdicción laboral 
ordinaria para “la ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del 
sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad.”  
 
También constituye título ejecutivo, cuyo pago deberá reclamarse ante la jurisdicción 
ordinaria, el acto por el cual la administración reconoce en favor del peticionario una 
suma de dinero por concepto de sanción moratoria. Aquí igualmente se trata de la simple 
ejecución de una acreencia laboral respecto de la cual no versa discusión alguna.  
 
En suma la vía procesal adecuada para discutir las cesantías y el reconocimiento de la 
sanción moratoria es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, salvo que 
exista certeza del derecho y de la sanción, porque, se repite, en estos eventos procede 
la ejecución del título complejo. (…)” 
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El anterior criterio, se reiteró por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala 

Jurisdiccional Disciplinaria, a desatar un conflicto negativo de jurisdicción en el proceso 

radicado No. 110010102000201202548 00, así: 

 
“(…) Asunto en concreto. El presente caso se relaciona con un conflicto negativo de 
jurisdicción, suscitado entre las autoridades arriba anotadas por el conocimiento de la 
demanda incoada por el apoderado del señor ARMANDO BORRERO MURCIA promovió 
demanda ejecutiva laboral, con el fin de que se condene a las demandadas a cancelarle 
la sanción correspondiente por la mora en el pago de las cesantías reconocidas 
mediante Resolución 2762 del 17 de agosto de 2010, conforme lo consagra la Ley 244 
de 1995.  
 
Decisión del caso. El artículo 100 del Código Sustantivo del Trabajo, establece: “será 
exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación de 
trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o 
que emane de una decisión judicial o arbitral en firme”, y el numeral 5º del canon 2° de 
la Ley 712 de 2001, que modificó el artículo 2º del Código de Procedimiento Laboral, 
dispone que la Jurisdicción Ordinaria, en su especialidad laboral y de seguridad social, 
conoce de, “la ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del 
sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad”.  
 
En el asunto sub examine, el demandante aportó copia de la Resolución No. 2762 del 
17 de agosto de 2010, mediante la cual se le reconoció por concepto de cesantías 
parciales, la suma de $21.788.400 y constancia de pago, en el que se da cuenta del 
 
pago al demandante del citado monto solamente hasta el 15 de marzo de 2011, lo cual 
genera una mora durante ese lapso, sobre la cual reclama la sanción moratoria, lo cual 
significa que a través de ese acto administrativo se reconoció una obligación clara, 
expresa y exigible por la vía ejecutiva.  
 
Así las cosas, la acreencia laboral cuyo pago reclama el demandante, fue reconocida 
por el ente territorial en mención y teniendo en cuenta que no se está discutiendo la 
legalidad de ese acto administrativo sino el cumplimiento del mismo, resulta indudable 
que la competencia para conocer el asunto recae en la Jurisdicción Ordinaria.  
(…)  
 
Diferente fuera que se estuviera discutiendo el reconocimiento de las cesantías como 
litigio a resolver por alguna de las jurisdicciones enfrentadas, pero una vez declarado y 
reconocido el derecho de las primeras, la ley, como se dijo, estipula la cuantía como 
castigo que se debe pagar por no cancelar dentro del período de gracia para ello 
concebido, consagración ésta que refuerza el argumento de estar frente a cuantías 
determinadas y ejecutables, no por otra vía distinta a la laboral ordinaria.  
 
Sin que sean de recibo los argumentos esgrimidos por el representante de la Jurisdicción 
Ordinaria Laboral, pues si bien la demanda fue presentada el 19 de julio de 2012, las 
disposiciones del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, estipulan en forma expresa de qué conoce esa jurisdicción y a esas 
reglas debe remitirse ineludiblemente el juez natural del conflicto, para precisar con el 
mayor acierto posible en la función de asignación de competencia respecto de una u otra 
jurisdicción.  
 
En ese orden de ideas, se tiene la norma general de competencia en esa jurisdicción 
fijada por el artículo 104, que en punto de los procesos ejecutivos regló únicamente 
aquellos “derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta 
jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte 
una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas 
entidades”.  
(…)”  
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Igualmente, el Consejo de Estado en providencia del 16 de julio de 20158, en asunto 

en el cual se decide un recurso de apelación, señaló lo siguiente: 

 
“(…) Conforme a esta sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, la 
competencia para conocer el asunto relacionado con el pago de la sanción moratoria, es 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo salvo que el empleado tenga en su 
poder tanto el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías y el que le 
reconoce la indemnización moratoria, pues, de no ser así, se debe dirigir a la 
administración para provocar la decisión de ésta referida al reconocimiento o no de la 
sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, según lo dispuestos por la Ley 
244 de 1995 y la Ley 1071 de 2006, pues, para que haya certeza sobre la obligación no 
basta que la ley disponga el pago de la sanción moratoria, ya que ella es la fuente de la 
obligación a cargo de la administración por el incumplimiento o retardo en el pago de las 
cesantías definitivas pero no el título ejecutivo, el cual se materializa con el 
reconocimiento de lo adeudado por parte de la administración. Por tanto, el interesado 
debe provocar el pronunciamiento de la administración para obtener el acto 
administrativo que le sirva de título ejecutivo.  
(…)  
 
Pues bien, la decisión que adoptó el juez de primera instancia para declarar de 
manera oficiosa la excepción de falta de jurisdicción, se sustentó en el hecho de 
existir un acto administrativo, es decir, la Resolución No. 0184 de 2 de abril de 
2005, por medio de la cual se reconoció a la demandante las cesantías. Por tanto, 
al tenor de lo dispuesto por el artículo 2º, numeral 5º, del Código Procesal del 
Trabajo, la Justicia Ordinaria Laboral, es la competente para conocer el proceso 
ejecutivo, ya que la Ley 1437 de 2011 solo previó el conocimiento del citado proceso 
cuando se trate del cumplimiento de condenas impuestas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, caso en el cual, el competente será el juez que hubiese 
proferido la sentencia de condena.  
(…)  
 
De la providencia anterior, se observa que la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura al dirimir el conflicto de competencia estableció la existencia de un acto 
administrativo, esto es, la Resolución No 468 de 30 de diciembre de 2011, mediante la 
cual se reconoció la mora y se ordenó el pago de la sanción por tal concepto. Por tanto, 
al existir un acto administrativo con las características de un título ejecutivo, esto 
es, contener una obligación clara, expresa y exigible, de conformidad con el 
artículo 422 del C.G.P. (antes 488 del C. de P. C.), es de recibo que el conocimiento 
del proceso sea de la Justicia Ordinaria Laboral, ya que la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo solo conoce de las ejecuciones que se deriven de la condena 
impuesta a través de las sentencias que profieran los jueces de la misma.  
(…)” (Negrilla fuera de texto original) 
 

Ahora bien, los dos criterios anteriores, tanto el del Consejo de Estado, como el del 

Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional – Disciplinaria, fueron acogidos 

por la H. Corte Constitucional en el auto No. 709 del 2021, en el cual se expuso lo 

siguiente: 

 
“(…) 5. Mediante Auto 613 de 2021, la Sala Plena de esta Corporación sostuvo que la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo conoce de títulos ejecutivos derivados de 
condenas impuestas a la administración, conciliaciones aprobadas, laudos arbitrales y 
contratos celebrados con entidades estatales. Por tal razón, en materia de procesos 
ejecutivos originados en actos administrativos en los que se pretenda el cobro de 
obligaciones derivadas de relaciones de trabajo, se activa la cláusula general de 
competencia de la jurisdicción ordinaria laboral.  
 
6. En efecto, la Corte señaló que, cuando el conflicto versa sobre demandas 
ejecutivas en las que se pretende el pago de acreencias laborales reconocidas en 

                                                           
8 Consejo de Estado, Expediente No. 15001-23-33-000-2013-00480-02 (1447-15). 
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actos administrativos, la jurisdicción competente es la ordinaria en su 
especialidad laboral, de conformidad con los artículos 12 de la Ley 270 de 1996 y 2.5 
y 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Esto, por cuanto el 
artículo 104.6 del CPACA delimita la competencia de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo al conocimiento de cargas crediticias impuestas mediante sentencia 
emanada de autoridad contencioso administrativa o de un contrato estatal.  
(…)” 
 

En ese contexto, advierte este Despacho judicial, que tanto, la normatividad en relación 

con la competencia de los procesos ejecutivos, cuando el título ejecutivo sea un acto 

administrativo donde se ordena el pago de una acreencia, como la jurisprudencia del 

Consejo de Estado, de la Sala Jurisdiccional – Disciplinaria del Consejo Superior de la 

Judicatura, como de la H. Corte Constitucional, se mantiene inmutable, en dos 

aspectos fundamentales i)  cuando las cesantías o sanción moratoria por el pago tardío 

de las primeras, según el caso, no constan en un acto administrativo, esto es, se busca 

su reconocimiento como consecuencia de la nulidad del acto que las niega (expreso o 

ficto), el medio procedente es el de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo; y ii) si las prestaciones económicas 

referidas se encuentran reconocidas a través de un acto administrativo, su pago se 

demanda mediante el proceso ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria laboral según la 

regla de competencia general prevista en el artículo 2° del C.P.L. 

 

En conclusión, como lo aquí pretendido es obtener el pago del reajuste de las 

cesantías reconocido mediante la resolución No. 0680 del 12 de octubre de 2012, la 

jurisdicción competente para conocer del presente asunto, es la Jurisdicción Laboral, 

conforme a lo previsto en el artículo 12 del CPL9, por tanto, el presente medio de control 

será remitido a los Jueces de Pequeñas Causas Laborales de Cali – Reparto – para lo 

de su cargo. 

 

Así mismo, en aras de garantizar el acceso a la administración de justicia y en el evento 

de que el juez al que le corresponda la presente demanda, declare también falta de 

competencia, desde ahora se propone el conflicto de competencia. 

 

En consecuencia, se RESUELVE  

 

PRIMERO: DECLÁRESE LA FALTA DE JURISDICCIÓN para conocer del presente 

asunto promovido por la señora MARÍA ELENA BALANTA OSORIO, por intermedio 

de apoderado judicial, en contra del DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA – 

SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL, por las razones anotadas.  

 

Así mismo, en aras de garantizar el acceso a la administración de justicia y en el evento 

de que el juez al que le corresponda la presente demanda, declare también falta de 

competencia, desde ahora se propone el conflicto de competencia. 

 

                                                           
9 “Articulo 12. COMPETENCIA POR RAZON DE LA CUANTÍA. <Artículo modificado por el artículo 46 de la Ley 
1395 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Los jueces laborales de circuito conocen en única instancia de los 
negocios cuya cuantía exceda del equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual vigente, y en 
primera instancia de todos los demás. 
Donde no haya juez laboral de circuito, conocerá de estos procesos el respectivo juez de circuito en lo civil. 
Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen conocen en única instancia de 
los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual vigente”. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1395_2010.html#46
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SEGUNDO: REMÍTASE Remitir el presente expediente a los Juzgados Municipales 

de Pequeñas Causas Laborales de Cali (reparto), para lo de su cargo y competencia.  

 

TERCERO: REALÍCESE las respectivas anotaciones, en los aplicativos de la Rama 

Judicial dispuesto para tal fin. 

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 

Juez  

 

 

 

 

Firmado Por:

Lorena   Silvana Martinez   Jaramillo

Juez

Juzgado Administrativo

Oral 016

Cali - Valle Del Cauca
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Constancia Secretarial. 

Cali, 07 de octubre de 2022 

A Despacho de la señora Juez, el presente asunto para su revisión. Provea Usted. 

 

Karol Brigitt Suarez Gómez 

Secretaria 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

                                                                                                                                                                                          
Auto Interlocutorio No. 1.107 

 

Expediente 76001-33-33-016-2022-00118-00 

Medio de Control Ejecutivo – Resoluciones- 

Demandante RUBIELA MINA LUCUMI Y OTRAS 
cali@roasarmientoabogados.com 
caliroasarmiento@gmail.com 

Demandada DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI  
notificacionesjudiciales@cali.gov.co. 

Asunto Niega mandamiento de pago 

 
Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la viabilidad de dictar auto de mandamiento 

de pago en el asunto de la referencia. 

  

I. ANTECEDENTES 

  

Las señoras Rubiela Mina Lucumi, Emelina Cándelo Osorio, Blanca Nubia Grijalba 

Velásquez, Nancy Agudelo Possos, Dora Elena Moreno Ortiz, Consuelo Velasco 

Palacios, Ana Milena Collazos González, Nidia Alvarado Caicedo, Ledys Adriana 

Mosquera Arias, María Elena Sierra Sánchez, Adriana Briñez Ávila, Patricia López 

Agredo, Elizabeth Cortes Andrade, Claudia Alexandra Navia Suarez, Gloria Estella 

Muñoz Núñez, Adriana Orozco Cediel, Luz Adriana Escobar Quiroz, Betty Ruth 

Loango Hurtado, Kelly Adriana Castillo Bermúdez, Delia de las Mercedes Pizano 

Arjona, Evil Sánchez Moreno, Norma Constanza López Palomino, Raquel 

Arboleda Franco, Flor Alba Naranjo Ramírez, Alina Sánchez Carabalí, María 

Angelica Sandoval Collazos, María Danelly Osorio Román, Edna Liliana Quiroz, 

Ruth Nohemy Castillo Velásquez, Alba Inés Marulanda Giraldo, Lucila Taborda 

Muñoz, Nhora Lucia Valencia Arias, María Angelica Paladinez Cruz, Luz Ary 

Cuellar Campos, María del Carmen Dávila Gómez, Nelly Caicedo López, Zandra 

Dolores Lozano Cuesta, Luz Deida Torres Dorado, Marlene Elizabeth Román 

Navarrete, Adriana Bedoya Rodríguez, Rosa Camelo Barahona, Martha Fajardo 

Valencia, Diana Milena Méndez Orozco, María Cristina Quimbayo Gutiérrez, Sara 

Elena Rivera Torres, Rosa Tulia Millán Vargas, Martha Lucia Velásquez Méndez, 

Alejandra Salazar Sandoval, Yamilet Copete Cossio, Leyda Sepúlveda Prado, 

Edith Lucia Fajardo Viafara, Oliva Fernández Bolaños, Deysi Saulia Angulo 

González, Ilda Sulema Trochez Arias, Luz Eneida Ortiz Leal, Elsy Osorio Gómez, 

Marleny Camacho Triana, Yolanda Patricia Cuellar Jiménez, Janeth Esperanza del 

mailto:cali@roasarmientoabogados.com
mailto:caliroasarmiento@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
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Castillo Cerquera, María Nemesia Cortes Cabezas, Nancy Figueroa Cuartas, Ruth 

Eusebia Ocoro Mosquera, Liliana Manjarrez Florez, Luz Mery Moreno Mosquera, 

María Janeth Ortiz Palechor, María Liliana Bermúdez Rubiano, Yolima Orjuela 

Ortiz, Graciela Díaz Coutin, Helda Lucy Mera Rodallega, Emperatriz Viafara 

Pereira, Ana Cecilia Bonilla Ramírez, Ruth Shirley Caicedo Solarte, Blanca María 

Lily Gamboa Muñoz, Martha Lucia Rodríguez Astudillo, Elvira Esther Vitola 

Lacombe, María Elvia Anaya Anaya, Carmen Leyda Sánchez Orozco, Concepción 

Ocoro Lucumi, Lyda Mercedes Ibarra Torres, Jasmine del Socorro Lasso Cerón, 

Lucelly Teresa Ruiz Muñoz, Gloria Stella Manzo Ortiz, Olga Lucia Masso Sanjuan, 

María Mercedes Carabalí Villegas, Olga Lucia Amu Valencia, Leysa Ibeth Ordoñez 

Marquínez, Doris Colombia López Cundumi, María Pascuala Alvarez Mosquera, 

Nancy Consuelo Rosero Ovalle, Ana Cecilia Polo García, Libia Nelly Oviedo 

Patiño, Gladys Rengifo Mojica, María Zoraida Jiménez Franco, María Elsy Cortes 

Vega, Gloria Amparo Pretel Ruiz, Martha Cecilia Castaño Restrepo, Esperanza 

Hernández Cortes, Lucia Barona Arcila, María Nancy Restrepo Mora, Luz Mery 

Sáenz Chinchilla, Bettsy Carola Camacho Lozano, Luz Mery Calderón, Faride 

Azad de Ruiz, Yalila Mera Ortiz, María Nohemy Cortes Galeano, Martha Lucia 

Morales Blandón, Liliana García Arana, Carolina Rivas Castillo, Leydi Doralia 

Benavides Rivera, Kelly Fernanda Muñoz Hernández, Diana María Hazzi Girón, 

Adriana Patricia Pineda Arteaga, Gladys Plaza Escobar, Concepción Teodolinda 

González Holguín, María Carmenza Osorio Herrera, Olga Amalia Pastrana 

Salazar, Nelly Ruiz Basto, Luz Stella Loaiza Ayala, Lucy Janeth Rodríguez 

Bejarano, Ana Milena Galindo Cardona, María Adíela Cárdenas Moreno, Luz Dary 

Cárdenas Moreno, Consuelo Reyes García, Nubia María Cordero Rodríguez, Ana 

Isabel Cardona Castaño, Fanny Angela Zamudio Roa, Ana Josefa Vélez Tovar, 

Gloria Migdalia Aragón Cárdenas, María Claudia Montoya Libreros, Luz Angelica 

Orozco Valencia, Luz Emilia Vergara Arboleda, Nohemy Valencia de Carabali, 

Martha Lucia Cabrera Cifuentes, María Elena Chávez Rojas, Aura Genith Alvarado 

López, Luz Stella Amézquita Giraldo, Emérita Ramírez Sánchez, Dora Inés 

Lozano Rivera, Ayda Salcedo Benítez Omaira Stella Cuadros Vargas, Martha 

Lucia Ortiz Serna, Luz Marina Céspedes Tovar, Luz Marina Oviedo Suarez, Nancy 

Hurtado Valderrama, Gladis María Del Socorro Cardona Garzón,Noris Elen Pérez 

de Cardona, María Pubenza Arroyave Hincapié, Carmen Tulia Quintero de 

Aguirre, Myriam Nelly Chacón Molina, Blanca Margarita Carvajal Estela, Ofelia 

Silva Devia, Mercedes Chacón Molina, Eugenia Carolina Cárdenas Duque, Aura 

Rosa Orozco de Perlaza, Miriam Giraldo Lerma, Orfa Morales Soto, Judith 

Fernández Londoño, Rosana Cuevas López, Doris Moreno de Ramírez, Hortensia 

González Cárdenas, Deyanira Ortiz Rodríguez, María Cristina Coll Cuevas, 

Carmen Alicia Carvajal de Bustamante, María Inés Sosa Rativa, Esperanza 

Rodríguez Luna, Alba María Domínguez Morales, Gloria Patricia Carvajal 

Sepúlveda, Gloria Patricia Concha Correa, Gloria Cecilia López Caicedo, Nhora 

Edelmira Bernal Perdomo, María Eunelcy Estupiñán Lizarazo, Ruby Stella 

Guerrero Sevillano, Martha Lucia Cardozo Bedoya, Patricia Ramírez Gomez, 

Leonilde María Sierra Arias, Guiomar Echeverry Villarraga, Ruth Patricia Rivera 

Silva, Martha Margarita Hurtado Mosquera, Martha Cecilia Ibarguen Ibarguen, 

Carmen Birlenice Cuesta Rentería, Orfelina Mosquera Mosquera, Dilia María 

Córdoba Escobar, Dilia Esperanza Sánchez, Braulia Gertrudis Angulo Bolaños 

Carmen María Palacios Martínez, Lilia Alexandra Quiñones Solís Leny Zamira 

Ruiz Ríos, Luce Lly Lorena Castro Vera Martha Elizabeth Martínez Roa, Omaida 

Del Carmen Sierra Tuiran Melba Constanza Cárdenas Varón, Lina Esperanza 



Expediente No. 7600133-33-016-2022-00214-00 
Proceso: Ejecutivo. 
Dtes: Rubiela Mina Lucumi y otras 
Ddo: Distrito Especial de Santiago de Cali. 
 

3 

Yanguma Contreras Martha Janeth Serrano Tamayo, Nerieth García García 

Maritza Arana Martha Cecilia Hurtado Valencia, Paula Andrea sheik Castaño, 

Nhora milena Fernández Ospina, Luz Stella Arbeláez Ocampo, Luzmila Quiñones 

Riascos, mediante apoderada judicial, solicitan al Despacho librar auto de 

mandamiento de pago a su favor y a cargo del DISTRITO ESPECIAL 

DEPORTIVO, CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE 

SANTIAGO DE CALI, para que se paguen las obligaciones correspondientes a los 

acto administrativos enunciados en el hecho segundo de la demanda, que a juicio 

de la apoderada de los demandantes se le adeudan por concepto de la prima de 

antigüedad y prima de servicios semestral establecidas en el Decreto Municipal 

0216 de 1991, por los valores correspondientes a la presentación de la presente 

demanda, debidamente indexadas. 

 

La demanda inicialmente correspondió al Juzgado Once laboral del Circuito de 

Cali, quien mediante auto No. 3.600 del 13 de diciembre de 2019, se abstuvo de 

dictar mandamiento de pago1, decisión contra la cual se presentó recurso de 

reposición y en subsidio de apelación por parte de la apoderada de los 

demandantes. 

 

Mediante auto No. 103 del 28 de enero de 2020, el Juzgado Once Laboral del 

Circuito de Cali, rechazó el recurso de reposición y concedió el recurso de 

apelación por ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala de 

Decisión Laboral2. 

 

La aludida Corporación a través del magistrado ponente, Dr. GERMÁN VARELA 

COLLAZOS, declaró la nulidad de todo lo actuado y dispuso el envió de la 

presente demanda a esta jurisdicción3, la cual correspondió a este despacho 

judicial. 

 

Ahora bien, al revisar la demanda, se advierte que lo pretendido es el pago de las 

obligaciones correspondientes a la prima de servicios y prima de antigüedad de 

los docentes demandantes, y que se han causado desde el mes de julio de 2017, 

tales como: 
 

 
                                                           
1 Ver pdf. Expediente digitalizado – Fls. 2.232 a 2.245 
2 Ver pdf. Expediente digitalizado – Fls. 2.261 a 2.262 
3 Ver pdf002. AutoDeclaraNulidad - Expediente digitalizado. 
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Lo anterior, denota que lo pretendido es el pago de las primas extralegales 

correspondientes a la prima de servicio y bonificación por servicios prestados, de 

conformidad con lo dispuesto en el Decreto 0216 de 1991, para lo cual el Juzgado 

hará las siguientes: 

 

II. CONSIDERACIONES. 

 

2.1. Normatividad del proceso ejecutivo. 

 

En relación con el proceso ejecutivo contencioso, es enteramente aplicable las 

normas del CGP, esto en razón a las modificaciones que realizó el artículo 80 de 

la ley 2080/21 al artículo 298 de la ley 1437 de 2011, en la que introdujo 

previsiones especiales que han de tenerse en cuenta en su trámite, de tal suerte 

que ha de remitirse la jurisdicción de lo contencioso administrativo a las reglas 

señaladas por la ley 1564 de 2012 para impulsar las etapas, formalidades y 

procedimientos propios de esta clase de proceso. 

 

En efecto, el artículo 81 de la ley 2080/21, efectúo modificaciones al artículo 299 

del CPACA, en relación a su trámite en esta jurisdicción, expresamente que se 

debe acudir al Código General del Proceso (Ley 1564/12). 
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También el Consejo de Estado había dejado por sentado en un pronunciamiento 

en ese mismo sentido indicando lo siguiente4: 

 

"(...) De esta forma, para el Despacho resulta claro que se avanzó con la Ley 
1437 de 2011, en la creación de normas especiales para el trámite de los 
procesos ejecutivos administrativos, sin perjuicio, de la remisión normativa a 
las previsiones del procedimiento civil en lo particular de dicho proceso. 
 
El artículo 299 del citado estatuto procesal, dispuso: «Salvo lo establecido en 
este Código para el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en la 
ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionadas con 
contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las reglas 
establecidas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo de 
mayor cuantía».  
 
Así y al seguir los preceptos del referido artículo 299, se tiene que los 
procesos ejecutivos administrativos, hoy en día, se deben tramitar por 
las reglas del proceso ejecutivo de que trata el artículo 422 y siguientes 
de la Ley 1564 de 20125, contentivo del Código General del Proceso, 
dado que el nuevo estatuto derogó las normas del procedimiento civil que se 
referían al proceso ejecutivo de mayor cuantía.  
 
Adicionalmente, los trámites que se surtan al interior de todo proceso de 
ejecución, incluyendo la presentación de excepciones6, realización de 
audiencias7, sustentaciones y trámite de recursos8, también se sujetarán a 
las previsiones y formalidades del Código General del Proceso, pues el 
proceso ejecutivo, se debe desarrollar con base en las disposiciones de éste 
último estatuto procesal y no del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, dado que en la normatividad procesal.  

 

De las normas aludidas y el precedente trasuntado, es claro que, tratándose del 

proceso ejecutivo, las normas a aplicarse son las establecidas en el Código 

General del Proceso. 

 

ahora bien, el artículo 297 CPACA señala: 

 

Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen 
título ejecutivo: 
 
1.  Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una 
entidad pública al pago de sumas dinerarias. 
 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas 
queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y 
exigible. 
 
3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 
organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los 
documentos  en  que  consten  sus  garantías,  junto  con  el  acto  

                                                           
4 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección 2ª - Subsección B. CP: Dra. Sandra Lisset Ibarra 
Vélez. Providencia del 18 de mayo de 2017. Expediente N°: 150012333000201300870 02 (0577-2017) 
5 Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 
6 Ver artículo 442 de la Ley 1564 de 2012 
7 Ver artículos 372 y 373 C.G.P 
8 Ver artículos 321, 322, 323, 324, 325, 326, 327, 328, 329 y 330 del C.G.P 
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administrativo  a  través  del  cual  se  declare  su  incumplimiento,  el  acta  
de  liquidación  del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la 
actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y 
exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones. 
 
4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de 
ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la 
existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la 
respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto 
administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica 
corresponde al primer ejemplar. (Negrilla y subrayas del Despacho).  

 

A su vez, el artículo 422 del Código General del Proceso prescribe lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de 
condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 
aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el 
curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el 
interrogatorio previsto en el artículo 184”. 

 

En lo relativo al mandamiento ejecutivo, el artículo 430 Ibídem, señala: 

 

“ARTÍCULO 430. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la demanda 
acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará 
mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la 
forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal. 
 
(…)” (Negrilla del Juzgado) 
 

De acuerdo a lo anterior, el presupuesto para el ejercicio de la acción ejecutiva es 

la existencia formal y material de un documento o conjunto de documentos que 

contengan los requisitos de título ejecutivo, de los que nazca el convencimiento 

legal y judicial del derecho del acreedor y la obligación correlativa del deudor. 

 

En cuanto a los requisitos formales, el artículo 430 del CGP dispone que “los 

requisitos formales del título ejecutivo solo podrán discutirse mediante recurso de 

reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia 

sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho 

recurso”. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán 

reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o auto que ordene seguir 

adelante la ejecución, según sea el caso.  

 

En relación con el proceso ejecutivo, el Consejo de Estado en providencia del 19 

de marzo de 2021, señaló9: 

  

                                                           
9 Consejo de Estado –Sección 3ª. –Subsección “A”, C.P: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, Exp. No. 05001-23-33-000-

2019-01082-01 (66285). 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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“Esta Corporación ha señalado que el título ejecutivo puede ser singular, 
cuando está contenido o constituido por un solo documento, por ejemplo un 
título valor, o puede ser complejo, esto es, cuando se encuentra integrado 
por un conjunto de documentos, como por ejemplo por un contrato, más las 
constancias de cumplimiento o recibo de las obras, servicios o bienes 
contratados, el reconocimiento del deudor respecto del precio pendiente de 
pago, el acta de liquidación, etc.  
 
Todos los documentos allegados con la demanda deben valorarse en su 
conjunto, con miras a establecer si constituyen prueba idónea de la 
existencia de una obligación clara, expresa y exigible a favor del ejecutante, 
como lo establece el artículo 422 del C.G.P. 
 
El título ejecutivo deberá demostrar la existencia de una prestación en 
beneficio de una persona, es decir, que el obligado debe observar en favor 
de su acreedor una conducta de dar, de hacer o de no hacer y esa obligación 
debe ser expresa, clara y exigible, requisitos que ha de reunir todo título 
ejecutivo, no importa su origen10. 
 
Esta Sección11 también ha señalado que los títulos ejecutivos deben gozar 
de ciertas condiciones esenciales, unas formales y otras sustanciales. Las  
primeras  se refieren  a  que  la  obligación  debe  constar: i)  en  documentos  
auténticos  que provengan del deudor o de su causante y que constituyan 
plena prueba contra él, o ii) en providencias emanadas de autoridades  
competentes  que  tengan  fuerza ejecutiva, conforme a  la  ley, como, por 
ejemplo,  las sentencias de condena y otro tipo de providencias judiciales que 
impongan obligaciones, verbigracia, aquellas que fijan honorarios a los  
auxiliares  de  la  justicia,  las  que  aprueban  la  liquidación  de costas,  etc.  
Las condiciones sustanciales, por su parte, se traducen en que las 
obligaciones que se acrediten a favor del ejecutante o de su causante y a 
cargo del ejecutado o de su causante sean claras, expresas y exigibles.  
 
La  doctrina  ha  precisado  que  el  requisito  de  ser  expresa  la  
obligación  puede entenderse  mejor  si  se  analiza  etimológicamente  el  
concepto,  es así  como  de conformidad con el diccionario de la Real 
Academia Española, la palabra expresar significa “manifestar con palabras 
lo que uno quiere dar a entender” y expreso “lo que es claro, patente, 
especificado”, conceptos que si se aplican al título ejecutivo, debe  
entenderse  como  expreso  que  “se  manifieste  con  palabras,  quedando 
constancia, usualmente documental escrita y en forma inequívoca de una 
obligación” y explica que “de ahí que las obligaciones implícitas y las 
presuntas, salvo que la ley disponga lo contrario, no son demandables 
por vía ejecutiva”12.   
 
La obligación es clara cuando, además de expresa, aparece determinada 
en el título, de modo que sea fácilmente inteligible y se entienda en un 
solo sentido y será exigible cuando puede demandarse su 
cumplimiento, por no estar pendiente el agotamiento de un plazo o de 
condición. Dicho de otro modo, la exigibilidad de la obligación se manifiesta 
en que debía cumplirse dentro de cierto término ya vencido o cuando 
ocurriera una condición ya acontecida o para la cual no se señaló término, 

                                                           
10 LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio: “Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano”, Dupré Editores, Tomo II, 7ª ed., 
Bogotá, 1999, pág. 388.  
11 Autos del 4 de mayo de 2002 (expediente 15.679) y del 30 de marzo de 2006 (expediente 30.086), entre otros. 
12 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, “C.G.P –Parte Especial”, Dupré Editores, Tomo II, Bogotá, 2017, págs. 507 y 508. Por 
su parte, PARRA QUIJANO, Jairo, “Derecho Procesal Civil, parte especial”, Librería del Profesional, Bogotá, 1995, pág. 
265. 
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pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que ya 
transcurrió. (Negrilla y Subrayas del Despacho). 

 

Respecto a la condición sine qua non, sobre la necesidad de que el título base de 

la acción ejecutiva sea claro y expreso, la doctrina ha sostenido lo siguiente13: 

 

“El ser expresa la obligación, implica un requisito que se puede entender 
mejor si analizamos etimológicamente el concepto. El vocablo expresar, de 
acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, 
significa “manifestar con palabras lo que uno quiere dar a entender” y 
expreso lo que es “claro, patente, especificado”,14 conceptos  que aplicados  
al  del  título  ejecutivo  implican  que  se manifieste con palabras, quedando 
constancia, usualmente documental escrita y en forma  inequívoca de una  
obligación;  de  ahí  que  las  obligaciones  implícitas  y  las presuntas, salvo  
que la ley disponga lo contrario, no son demandables por vía ejecutiva. Como 
complemento se exige, con redundancia, pues se acaba de ver que ser 
expreso conlleva la claridad, que la obligación sea clara, es decir que sus 
elementos constitutivos, sus alcances, emerjan con nítida perfección de la 
lectura misma del título ejecutivo, en fin, que no se necesiten esfuerzos de 
interpretación para establecer cuál es la conducta que puede exigirse al 
deudor”. 

 

2.2. Del proceso ejecutivo en la jurisdicción contenciosa administrativa. 

 

Ahora bien, como se indicó anteriormente, la Ley 1437 de 2011 no creó un 

procedimiento para el proceso ejecutivo, pues si bien el artículo 298 Ibídem se 

titula “procedimiento”, lo cierto es que en dicho precepto normativo se asigna al 

juez el deber de hacer cumplir las obligaciones contenidas en determinados títulos 

ejecutivos, mas no se refiere a un legítimo procedimiento de ejecución.  

 

No obstante, la misma normatividad en su artículo 306 ejusdem prescribe que, en 

aquellos aspectos no contemplados en el código, se seguiría el Código General 

del Proceso, en el cual de manera expresa se encuentra el trámite del proceso 

ejecutivo15. 

 

Por lo tanto, se tiene que los procesos ejecutivos que se tramitan en esta 

Jurisdicción, se deben seguir por las reglas del proceso ejecutivo de que trata el 

artículo 422 y siguientes de la Ley 1564 de 2012. Esta posición ha sido reiterada 

por nuestro máximo órgano de cierre de lo contencioso administrativo, que ha 

sostenido lo siguiente16: 

 

“ Los  trámites  que  se  surtan  al  interior  de  todo  proceso  de  ejecución, 
incluyendo la presentación de excepciones17, realización de audiencias18, 

                                                           
13 C.G. del P., Parte Especial, Hernán Fabio López Blanco, páginas 507 y 508, DUPRÉ Editores, Bogotá D.C., 2017. 
14 Real Academia Española de la Lengua, Diccionario de la Lengua Española, 21ª ed. Madrid, 1992, págs. 661.16Cfr. 
Hernando MORALES MOLINA, Curso de derecho procesal civil, Parte especial 6ª ed., Bogotá, Edit. ABC, 1973, pág. 75, 
quien afirma con acierto que  no valen, pues, las expresiones meramente indicativas o representativas de la existencia de la 
obligación, ni tampoco las expresiones presuntas, salvo el caso de la confesión ficta y en éste, únicamente respecto de las 
preguntas asertorias formuladas al interrogado que no compareció. Es decir, que las llamadas obligaciones implícitas, esto 
es, las que están incluidas en el documento (tanto en el escrito como en el documento que contiene la declaración verbal), 
pero sin que estén expresamente declaradas, no pueden exigirse ejecutivamente 
15 “Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de 

Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”.  
16 CONSEJO DE ESTADO.  i) Sección 2ª.  Subsección B, Rad. 68001233300020160103401 C.P: Sandra Lisset Ibarra 
Vélez; ii) Sección 4ª. Rad. 11001031500020170281400 C.P: Julio Roberto Piza Rodríguez, entre otras. 
17 Ver artículo 442 de la Ley 1564 de 2012. 
18 Ver artículos 372 y 373 C.G.P. 
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sustentaciones y trámite de recursos19, también se sujetarán a las previsiones y 
formalidades del Código General del Proceso, pues el proceso ejecutivo, se  
debe  desarrollar  con  base  en  las  disposiciones  de  éste  último  estatuto 
procesal y no del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, dado que en la normatividad procesal 
administrativo, no existen normas o reglas especiales para este proceso especial 
de cobro ejecutivo. (negrillas del Juzgado) 

 

2.3. El Caso concreto: 

 

Ahora bien, al revisar cada una de las resoluciones enunciadas en el hecho 

segundo de la demanda y las cuales se relacionaron al inició de la presente 

providencia, se observa que las mismas corresponden a unos actos 

administrativos, por medio del cual el ente Distrital de Santiago de Cali, les 

reconoce y ordena pagar a cada una de las demandantes por concepto de primas 

extralegales (Prima de Servicios – Prima de Antigüedad establecidas en el Dcto 

0216/91) a los docentes. 

 

Ahora bien, la parte demandante en su demanda aduce que el pago corresponde 

a las primas extralegales que se causen a partir del mes de julio de 2017, lo que 

significa que los periodos anteriores a ese año ya le fueron cancelados, y por ende 

sin lugar a equívocos las resolución aportadas y por medio del cual se reclama el 

pago de las primas extralegales, ya le han sido canceladas a los docentes, dado 

que se advierte de las mismas, pues estas corresponden a resoluciones 

expedidas en el mes de abril y diciembre de 2011 y septiembre de 2014, en las 

cuales se reconocen las primas extralegales (Prima de Servicios – Prima de 

Antigüedad establecidas en el Decreto 0216/91), correspondientes a los periodos 

de los años 2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012. 

 

En ese orden, considera el Juzgado que las mismas no prestan mérito ejecutivo 

acorde a lo señalado en el artículo 422 del CGP, al cual se remite esta jurisdicción 

por disposición del artículo 306 del CPACA.  

 

En efecto el artículo 422 del Código General del Proceso, dispone lo siguiente: 

 
“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de 
condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 
aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el 
curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el 
interrogatorio previsto en el artículo 184”. 
 

En ese mismo orden, en el artículo 297 ibídem, estableció que documentos 

prestan merito ejecutivo, prescribiendo lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, 
constituyen título ejecutivo: 
 

                                                           
19 Ver artículos 321, 322, 323, 324, 325, 326, 327, 328, 329 y 330 del C.G.P. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad 
pública al pago de sumas dinerarias. 
 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas 
queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y 
exigible. 
 
3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 
organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los 
documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a 
través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del 
contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, 
en los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las 
partes intervinientes en tales actuaciones. 
 
4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de 
ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la 
existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la 
respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto 
administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica 
corresponde al primer ejemplar”. 
 

De lo anterior, se advierte que las resoluciones mediante las cuales la apoderada 

de las demandantes, pretende el pago de unas sumas de dinero por conceptos de 

primas extralegales correspondientes a julio de 2017 y siguientes, no contienen 

una obligación, clara expresa y actualmente exigible a favor de las ejecutantes y a 

cargo del ente Distrital, es decir, no cumple con las características de ser claro y 

expresa y más aun expresamente exigibles, conforme a las normas del CGP y del 

CPCPA,  

 

En efecto, el numeral 4 del artículo 297 del CPACA, es diáfano en señalar que 

“Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, 

en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una 

obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad 

administrativa”, desprendiendo que para que un acto administrativo preste mérito 

ejecutivo, el mismo debe contener una obligación, clara y expresamente exigible, 

para el caso de autos, se tiene que las mismas respecto al reconocimiento y pago 

de las primas extralegales (Dcto. 0216/91), como lo son las primas de servicios y 

bonificación por servicios prestados, no contienen ninguna de esas exigencias, 

máxime si se itera que lo pretendido es el cobro de una obligación que ya le fue 

cancelada. 

 

En ese mismo orden, es preciso destacar lo señalado en el artículo 430 del CGP: 

 
“ARTÍCULO 430. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la demanda 
acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará 
mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la 
forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal. 

 
(…)” (Negrilla del Juzgado) 
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En referencia a la existencia del título ejecutivo, es preciso indicar, que el mismo 

parte de un elemento básico, cual es la existencia de título ejecutivo como o tal. 

En efecto dentro de los presupuestos del proceso ejecutivo, además del Acreedor 

o titular de la obligación que se reclama y el deudor obligado a pagar, lo es, sin 

lugar a equívocos, la existencia de titulo ejecutivo, requisito sine qua non, no 

existe el mismo, además de contener una obligación clara, expresa y actualmente 

exigible conforme a lo previsto en el artículo 422 del CGP, norma aludida 

precedentemente, cuyo cumplimiento puede exigirse a través de esta vía procesal. 

 

En tal sentido, resulta entonces, que la pretensión ejecutiva es autónoma en tanto 

el título ejecutivo es suficiente por si mismo para autorizar el proceso ejecutivo, es 

decir, que debe reunir los siguientes elementos para que se considere como titulo 

ejecutivo: 

 
a) Es clara una obligación cuando es precisa y exacta, esto es; no 
lleva a ninguna confusión o indeterminación, en cuanto a su objeto, acreedor, 
deudor, plazo y cuantía, es decir, es evidente de tal manera que en el título 
consta una obligación sin necesidad de acudir a otros medios para 
comprobarlo. 
 
b) Es expresa una obligación, cuando está contiene un documento; se 
refiere a su materialización en un documento en el que se declara su 
existencia. 
 
c) La exigibilidad hace relación a la ocurrencia del plazo o condición 
para su cumplimiento, es decir no existen actuaciones pendientes por realizar 
y por ende pedirse su cumplimiento en ese instante. 
 

En ese orden, el titulo ejecutivo bien puede ser singular, cuando está contenido o 

constituido en un solo documentos, por decir así, una letra de cambio, pagaré, 

factura; o bien puede ser complejo, cuando se encuentra integrado por un 

conjunto de documentos, como seria del caso, de los contratos, sus adendas, 

glosas, constancias de cumplimiento del mismo, recibo de las obras, servicios y su 

respectiva acta de liquidación, este ultimo requisito sin el cual no, es procedente 

su cobro, pues es el reconocimiento del contratante del precio pendiente de pago, 

o bien en una acto administrativo que contenga las exigencias establecidas en el 

numeral 4° del artículo 297 del CPACA y los requisitos del artículo 430 del CGP. 

 

Por tanto, el Juez al determinar la procedencia del mandamiento de pago deberá 

observar el cumplimiento de los requisitos formales de la demanda y la presencia 

del documento que preste mérito ejecutivo, dejando claro que por tratarse de 

obligaciones derivas de actos administrativos se debe acreditar el respectivo título 

ejecutivo con las exigencias de las normas propias del proceso ejecutivo, esto es, 

deducir la existencia de una obligación, clara, expresa y actualmente exigible. 

 

La Jurisprudencia del H. Consejo de Estado20 ha reiterado, que el título ejecutivo 

debe contener unas condiciones formales y otras de fondo, donde los primeros 

“buscan que los documentos que integran el título conformen unidad jurídica, 

que sean auténticos, y que emanen del deudor o de su causante, de una 

sentencia de condena proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de 
                                                           
20 Sección 2ª. – Subsección A, M.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Exp. 25000-23-25-000-2007-00435-

01(2596-07), auto del 27 de mayo de 2010. 
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otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las 

providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía aprueben 

liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, o de un 

acto administrativo en firme.”, y los segundos, “buscan que en los 

documentos que sirven de base para la ejecución aparezcan consignadas 

obligaciones claras, expresas y exigibles a favor del ejecutante y a cargo del 

ejecutado, que sean líquidas o liquidables por simple operación aritmética, en el 

caso de obligaciones pagaderas en dinero.” (Negrilla y Subrayas del Juzgado) 

 

Ahora bien, con respecto a la exigibilidad de la obligación, como requisito que 

debe estar presente al momento de ejecutar la obligación, la doctrina con 

fundamento en los pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado ha 

manifestado21:  

 

“Por otra parte, no deja de ser importante, que la obligación que se pretenda 

ejecutar judicialmente debe tener la fuerza suficiente para ello, no basta 
entonces que conste en un título ejecutivo una obligación clara y 
expresa, pues las exigibilidades un elemento esencial que debe estar 
presente en toda ejecución. Aquí se comparte la posición del Consejo de 
Estado, cuando afirmó “Como se aprecia, la disposición establece los 
condicionamientos para la estructuración de un título ejecutivo, el cual deberá 
contener una obligación clara, expresa y exigible. Por tanto, es conditio 
sine qua non para la ejecución del título, que confluya cada uno de estos 
aspectos, pues a falta de uno de ellos, la obligación se hace 
inejecutable”. Al retomar la exigibilidad de la obligación, como requisito 

fundamental para la ejecución de un título ejecutivo, el máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativo, con acierto ha señalado “Como se 
aprecia la ejecución de una obligación requiere certeza en cuanto a su 
exigibilidad, lo cual solo se constata en dos eventos: i) cuando la 
obligación de define como pura y simple, esto es, que las partes 
acuerdan satisfacción en el acto, y, por ende, la colocan en situación de 
pago inmediato, o ii) cuando la obligación se sujeta a un plazo un modo 
una condición precisas, y estos acaecen o se cumplen” (Negrillas y 
Subrayas del juzgado). 
  

Es decir, sólo cuando los documentos anexados para el recaudo ejecutivo no 

dejan duda en el juez de instancia, para la ejecución de la obligación dada su 

claridad y su condición de expresa, además de su exigibilidad, es procedente librar 

el mandamiento de pago. 

 

En ese contexto, partiendo de las normas procesales referidas y armonizado con 

los precedentes judicial y la doctrina calcados en precedencia, se encuentra que la 

obligación cuyo cumplimiento se pretende por la vía ejecutiva, no contiene todos 

los elementos requeridos para actuar como título ejecutivo, pues se itera, dicha 

obligación carece de los requisitos de claridad, ser expresa y exigible. 

 

Para este Despacho judicial es claro, que los documentos denominados cuentas 

de cobro, por si solos no tienen la calidad de títulos ejecutivos y por ello es 

necesario analizar el contrato, para verificar que clase de obligaciones surgidas de 

este son susceptibles de ser cobradas por vía ejecutiva. 

 

                                                           
21 2Rodríguez Tamayo, La Acción ejecutiva Ante la Jurisdicción Administrativa 4ª Edición.Pag.75.   
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En efecto, las obligaciones reclamadas no son claras, pues la parte actora 

especula con un título ejecutivo que carece de claridad, en tanto que hace 

referencia a resoluciones de los años 2011 y 2014, que reconocieron las primas 

extralegales a los docentes demandantes para los años 2007, 2008, 2009, 2010, 

2011 y 2012, y pide el pago a partir del mes de julio de 2017, es decir, no existe 

concordancia, pretendiendo asimilar una prestación periódica, que debe ser 

reconocida tal como se hizo con los años anteriores por la misma administración 

distrital conforme al Decreto 0216/91, lo cual no pone en duda el despacho, solo 

que para reclamar el pago de los años 2017 y siguientes, es deber del ejecutante 

allegar los títulos ejecutivos que contengan con claridad, precisión y exigencia de 

los valores reclamados en forma expresa. 

 

Aunado a lo anterior, que las resoluciones allegadas con la demanda y las cuales 

obran a folios 22 a 2147 del expediente digital y relacionadas anteriormente, no se 

ajustan a lo indicado en el numeral 4° del Art. 297 del CPACA, esto es, que la 

autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la 

copia auténtica corresponde al primer ejemplar. 

 

Sobre este aspecto se refirió el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en un 

proceso similar al aquí debatido, con ponencia del H. magistrado Dr. Jhon Erick 

Chaves Bravo, al señalar lo siguiente22: 

 

“Frente al requerimiento de las copias auténticas realizada por el Despacho 
Judicial de primera instancia, el argumento se dirige a indicar que, no se tuvo 
en cuenta la reglamentación del Decreto 806 de 2020, específicamente 
acerca del uso de las tecnologías, considerando que se confunde el 
cumplimiento y verificación de los requisitos del título con la forma de 
aportarlo al proceso.  
 
La Sala considera que, el artículo 297 exige que el documento que sirve de 
base para la ejecución si se trata de un acto administrativo debe ser 
autentico, que esta ejecutoriado y constar que es primera copia, ahora bien,  
es de conocimiento público que mediante Decreto 637 del 06 de mayo de 
2020,le confirió al Gobierno facultades para adoptar todas las medidas 
necesarias para contener la crisis de salubridad y mitigar los efectos que se 
generen con la misma en todos los ámbitos de la vida nacional, así las cosas, 
se expidió el Decreto 806 del 04 de junio de 2020 y se dispuso a implementar 
una serie de disposiciones para poner en funcionamiento las TIC en el marco 
de las actuaciones judiciales, en aras de agilizar los procesos, flexibilizar la 
atención a los usuarios del servicio de justicia y proteger a la comunidad  que  
integra este sector prestacional del país, como empleados judiciales,  
abogados litigantes, y muchos otros a lo largo de todo el territorio nacional. 
 
La Corte Constitucional, en Sentencia C-420 de 2020, frente al tema indicó 
que: 
 

“El Decreto Legislativo sub examine invierte la regla general 
ordinaria descrita, de forma que el uso de TIC en el trámite de los 
procesos judiciales es un deber general de los sujetos procesales y 
de las autoridades judiciales y no una mera facultad, todo, durante el 
periodo de vigencia limitado del decreto. Así, durante el término de 
vigencia del decreto (art. 16º), prescribe que en todas las 

                                                           
22 Tribunal Administrativo del Valle del Cauca – Rad. 76001333301620190014201 – Ejecutivo. Dte: Álvaro Abadía Cifuentes 
y otros Vs. Municipio de Santiago de Cali. Auto del 11 de mayo de 2022. 
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jurisdicciones las autoridades judiciales y los sujetos procesales 
“deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones” en “todas las actuaciones, audiencias y diligencias” 
de los “procesos judiciales y actuaciones en curso” (art. 2º)”3.  

 
Como se puede observar este decreto, para el presente caso regula el 
trámite para interactuar con la administración de justicia regulando el uso de 
tecnologías, y aspectos tales como los poderes, las demandas y las 
audiencias entre otras, sin embargo, la jurisprudencia de la jurisdicción 
contencioso-administrativa ha sido  reiterativa respecto de la exigencia del 
requisito de  autenticidad, su ejecutoriedad y en este caso constar que es 
primera copia de los documentos que se pretenden hacer valer como título 
ejecutivo en un proceso judicial que procura la ejecución de una obligación. 
Pues ello supone una garantía a la autoridad judicial que conoce de la 
controversia, en tanto le permite estructurar de forma adecuada su proceso 
de convencimiento en relación con la autenticidad del título, la certeza de la 
obligación y las circunstancias que dieron lugar a su expedición. Al  
armonizar las normas anteriormente mencionadas por parte de esta  
Corporación Judicial y del análisis de las pruebas aportadas al plenario, lo 
cierto es que lo requerido por la Juez debió acreditarse, cosa diferente es 
que se haya podido aportarse vía canales electrónicos, por ello, las 
autenticaciones de  las  Resoluciones, así  como la  constancia de  ejecutoria  
y que  correspondan  al  primer  ejemplar  y prestan mérito ejecutivo exigido, 
se ajusta a lo preceptuado en el artículo 297 del CPACA, situación además 
que, el Tribunal resaltó en la providencia que conoció con anterioridad28.  
 
Así las cosas, como esta Corporación en providencia anterior en la que 
se refirió a la presunción de autenticidad de las copias simples, resaltó 
la aplicación del artículo 297 del CPACA, numeral 4 e indicó que 
constituye título ejecutivo, entre otros, las copias auténticas de los 
actos administrativos con CONSTANCIA DE EJECUTORIA, las cuales 
no se evidenciaron n el presente asunto como tampoco el ser primera 
copia y prestar merito ejecutivo se confirmará la providencia apelada 
por las razones expuestas en este proveído. 
 
Finalmente señalar, que sin perjuicio o no de entender, que en el proceso 
ejecutivo más que proceder el rechazo de la demanda debe no librarse 
mandamiento de pago, este aspecto no varíala decisión de confirmar la 
decisión de primera instancia.  

 
En consecuencia, se DISPONE: 

 

PRIMERO: ABSTENERSE de librar mandamiento de pago en contra del Municipio 

de Santiago de Cali hoy DISTRITO ESPECIAL DEPORTIVO, CULTURAL, 

TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE CALI y a favor 

de las señoras Rubiela Mina Lucumi, Emelina Cándelo Osorio, Blanca Nubia 

Grijalba Velásquez, Nancy Agudelo Possos, Dora Elena Moreno Ortiz, Consuelo 

Velasco Palacios, Ana Milena Collazos González, Nidia Alvarado Caicedo, Ledys 

Adriana Mosquera Arias, María Elena Sierra Sánchez, Adriana Briñez Ávila, 

Patricia López Agredo, Elizabeth Cortes Andrade, Claudia Alexandra Navia 

Suarez, Gloria Estella Muñoz Núñez, Adriana Orozco Cediel, Luz Adriana Escobar 

Quiroz, Betty Ruth Loango Hurtado, Kelly Adriana Castillo Bermúdez, Delia de las 

Mercedes Pizano Arjona, Evil Sánchez Moreno, Norma Constanza López 

Palomino, Raquel Arboleda Franco, Flor Alba Naranjo Ramírez, Alina Sánchez 

Carabalí, María Angélica Sandoval Collazos, María Danelly Osorio Román, Edna 
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Liliana Quiroz, Ruth Nohemy Castillo Velásquez, Alba Inés Marulanda Giraldo, 

Lucila Taborda Muñoz, Nhora Lucia Valencia Arias, María Angélica Paladinez 

Cruz, Luz Ary Cuellar Campos, María del Carmen Dávila Gómez, Nelly Caicedo 

López, Zandra Dolores Lozano Cuesta, Luz Deida Torres Dorado, Marlene 

Elizabeth Román Navarrete, Adriana Bedoya Rodríguez, Rosa Camelo Barahona, 

Martha Fajardo Valencia, Diana Milena Méndez Orozco, María Cristina Quimbayo 

Gutiérrez, Sara Elena Rivera Torres, Rosa Tulia Millán Vargas, Martha Lucia 

Velásquez Méndez, Alejandra Salazar Sandoval, Yamilet Copete Cossio, Leyda 

Sepúlveda Prado, Edith Lucia Fajardo Viafara, Oliva Fernández Bolaños, Deysi 

Saulia Angulo González, Ilda Sulema Trochez Arias, Luz Eneida Ortiz Leal, Elsy 

Osorio Gómez, Marleny Camacho Triana, Yolanda Patricia Cuellar Jiménez, 

Janeth Esperanza del Castillo Cerquera, María Nemesia Cortes Cabezas, Nancy 

Figueroa Cuartas, Ruth Eusebia Ocoro Mosquera, Liliana Manjarrez Flórez, Luz 

Mery Moreno Mosquera, María Janeth Ortiz Palechor, María Liliana Bermúdez 

Rubiano, Yolima Orjuela Ortiz, Graciela Díaz Coutin, Helda Lucy Mera Rodallega, 

Emperatriz Viafara Pereira, Ana Cecilia Bonilla Ramírez, Ruth Shirley Caicedo 

Solarte, Blanca María Lily Gamboa Muñoz, Martha Lucia Rodríguez Astudillo, 

Elvira Esther Vitola Lacombe, María Elvia Anaya Anaya, Carmen Leyda Sánchez 

Orozco, Concepción Ocoro Lucumi, Lyda Mercedes Ibarra Torres, Jasmine del 

Socorro Lasso Cerón, Lucelly Teresa Ruiz Muñoz, Gloria Stella Manzo Ortiz, Olga 

Lucia Masso Sanjuan, María Mercedes Carabalí Villegas, Olga Lucia Amu 

Valencia, Leysa Ibeth Ordoñez Marquínez, Doris Colombia López Cundumi, María 

Pascuala Álvarez Mosquera, Nancy Consuelo Rosero Ovalle, Ana Cecilia Polo 

García, Libia Nelly Oviedo Patiño, Gladys Rengifo Mojica, María Zoraida Jiménez 

Franco, María Elsy Cortes Vega, Gloria Amparo Pretel Ruiz, Martha Cecilia 

Castaño Restrepo, Esperanza Hernández Cortes, Lucia Barona Arcila, María 

Nancy Restrepo Mora, Luz Mery Sáenz Chinchilla, Bettsy Carola Camacho 

Lozano, Luz Mery Calderón, Faride Azad de Ruiz, Yalila Mera Ortiz, María 

Nohemy Cortes Galeano, Martha Lucia Morales Blandón, Liliana García Arana, 

Carolina Rivas Castillo, Leydi Doralia Benavides Rivera, Kelly Fernanda Muñoz 

Hernández, Diana María Hazzi Girón, Adriana Patricia Pineda Arteaga, Gladys 

Plaza Escobar, Concepción Teodolinda González Holguín, María Carmenza 

Osorio Herrera, Olga Amalia Pastrana Salazar, Nelly Ruiz Basto, Luz Stella Loaiza 

Ayala, Lucy Janeth Rodríguez Bejarano, Ana Milena Galindo Cardona, María 

Adíela Cárdenas Moreno, Luz Dary Cárdenas Moreno, Consuelo Reyes García, 

Nubia María Cordero Rodríguez, Ana Isabel Cardona Castaño, Fanny Angela 

Zamudio Roa, Ana Josefa Vélez Tovar, Gloria Migdalia Aragón Cárdenas, María 

Claudia Montoya Libreros, Luz Angelica Orozco Valencia, Luz Emilia Vergara 

Arboleda, Nohemy Valencia de Carabali, Martha Lucia Cabrera Cifuentes, María 

Elena Chávez Rojas, Aura Genith Alvarado López, Luz Stella Amézquita Giraldo, 

Emérita Ramírez Sánchez, Dora Inés Lozano Rivera, Ayda Salcedo Benítez 

Omaira Stella Cuadros Vargas, Martha Lucia Ortiz Serna, Luz Marina Céspedes 

Tovar, Luz Marina Oviedo Suarez, Nancy Hurtado Valderrama, Gladis María Del 

Socorro Cardona Garzón, Noris Elen Pérez de Cardona, María Pubenza Arroyave 

Hincapié, Carmen Tulia Quintero de Aguirre, Myriam Nelly Chacón Molina, Blanca 

Margarita Carvajal Estela, Ofelia Silva Devia, Mercedes Chacón Molina, Eugenia 

Carolina Cárdenas Duque, Aura Rosa Orozco de Perlaza, Miriam Giraldo Lerma, 

Orfa Morales Soto, Judith Fernández Londoño, Rosana Cuevas López, Doris 

Moreno de Ramírez, Hortensia González Cárdenas, Deyanira Ortiz Rodríguez, 

María Cristina Coll Cuevas, Carmen Alicia Carvajal de Bustamante, María Inés 
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Sosa Rativa, Esperanza Rodríguez Luna, Alba María Domínguez Morales, Gloria 

Patricia Carvajal Sepúlveda, Gloria Patricia Concha Correa, Gloria Cecilia López 

Caicedo, Nhora Edelmira Bernal Perdomo, María Eunelcy Estupiñán Lizarazo, 

Ruby Stella Guerrero Sevillano, Martha Lucia Cardozo Bedoya, Patricia Ramírez 

Gómez, Leonilde María Sierra Arias, Guiomar Echeverry Villarraga, Ruth Patricia 

Rivera Silva, Martha Margarita Hurtado Mosquera, Martha Cecilia Ibarguen 

Ibarguen, Carmen Birlenice Cuesta Rentería, Orfelina Mosquera Mosquera, Dilia 

María Córdoba Escobar, Dilia Esperanza Sánchez, Braulia Gertrudis Angulo 

Bolaños Carmen María Palacios Martínez, Lilia Alexandra Quiñones Solís Leny 

Zamira Ruiz Ríos, Luce Lly Lorena Castro Vera Martha Elizabeth Martínez Roa, 

Omaida Del Carmen Sierra Tuiran Melba Constanza Cárdenas Varón, Lina 

Esperanza Yanguma Contreras Martha Janeth Serrano Tamayo, Nerieth García 

García Maritza Arana Martha Cecilia Hurtado Valencia, Paula Andrea Sheik 

Castaño, Nhora milena Fernández Ospina, Luz Stella Arbeláez Ocampo, Luzmila 

Quiñones Riascos, con fundamento en lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: TÉNGASE a la abogada Lesly Johanna Martínez Tobón, identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 1.1444.173.576 y portadora de la Tarjeta 

Profesional de abogado No. 309.684 del C. S. de la J., para que actúe como 

apoderada judicial de las demandantes, conforme al memorial poder a ella 

otorgados por la firma ROA SARMIENTO ABOGADOS ASOCIADOS S.A.S. 

 

TERCERO: En firme el presente auto, ordenase cancelación de la radicación del 

presente asunto y archivo de las diligencias pertinentes en el sistema de gestión 

asignado a la Rama Judicial, para los expedientes digitales. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 

Juez 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Auto Interlocutorio N° 1114 
 

Radicación 76001-33-33-016-2022-00216-00 
adm16cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Medio de control Reparación Directa – Art. 140 CPACA. 

Demandantes VÍCTOR MANUEL ANGEL SALAZAR - Representante legal 
de la Junta de Acción Comunal del Barrio Brisas de los 
Cristales de Cali 
markin537@hotmail.com 

Demandada DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, 
TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE 
SANTIAGO DE CALI 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

Asunto Admite Demanda 

 
Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

El señor VÍCTOR MANUEL ANGEL SALAZAR, de manera directa y en ejercicio 

del medio de control de simple nulidad, consagrado en el artículo 137 de la ley 1437 

del 2011- CPACA, pretende la nulidad del Acuerdo 0373 del 01 de diciembre de 

2014 del Municipio de Santiago de Cali hoy DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, 

CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE 

CALI, que expidió el Plan de Ordenamiento Territorial (POT), en sus artículos 24 

paragrafo 2,32, 38,39,40,41, y 42. 

 

Revisada la demanda, se pudo establecer que la misma reúne los requisitos 
establecidos en los artículos 161 y s.s., de la ley 1437 de 2011 - CPACA, por lo que 
se Dispone: 
 

PRIMERO: ADMITIR la presente demanda que en ejercicio del medio de control de 

nulidad simple instaurada por el señor VÍCTOR MANUEL ANGEL SALAZAR contra 

el Municipio de Santiago de Cali hoy DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, 

CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE 

CALI, en procura de la nulidad del acto administrativo acuerdo municipal No. 

Acuerdo 0373 del 01 de diciembre de 2014, Plan de Ordenamiento Territorial (POT), 

en sus artículos 24 parágrafo 2,32, 38,39,40,41, y 42. 
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SEGUNDO: De conformidad con lo previsto en el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 49 de la ley 2080 de 2021, y en concordancia con el 

artículo 8° de la ley 2213 de 20221, se dispone: 

2.1. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE el presente auto, al representante legal de 

la Entidad Demandada, o a quien se haya delegado la facultad de recibir 

notificaciones, al Procurador Judicial No. 217 delegado ante este Despacho y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

2.2. NOTIFÍQUESE POR ESTADOS la presente providencia a la parte demandante 

como lo establece el artículo 201 del CPACA. 

 

2.3. NOTIFÍQUESE la existencia del asunto de la referencia a través del sitio 

web de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, tal como lo establece 

el numeral 5° del artículo 171 del CPACA o en cualquier otro medio de comunicación 

eficaz. 

 

2,4. Se ordena al DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, TURÍSTICO, 

EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE CALI, para que publique en 

su pagina web, la existencia de la presente demanda, a fin de que las personas que 

tengan interés directo en las resueltas del proceso se hagan parte, si a bien lo 

tienen. 

 

TERCERO: La entidad demandada, el Ministerio Público y los sujetos que tengan 

interés directo en las resultas del proceso contarán con el término de treinta (30) 

días para contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en 

garantía y presentar demanda de reconvención, según el artículo 172 del CPACA. 

 

CUARTO: De conformidad con el artículo 175, parágrafo 1° del CPACA, la entidad 

demandada deberá allegar durante el término para contestar la demanda, el 

expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del 

proceso y que se encuentren en su poder. 

 

                                                           
1 Artículo 80. NOTIFICACIONES PERSONALES. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán 
efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre 
el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. los anexos 
que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.  
 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica 
o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  
 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del 
mensaje y los términos empezarán a contarse cuando el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro 
medio constatar el acceso del destinatario al mensaje”. (Destaca el Juzgado) 
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QUINTO: Atendiendo a lo dispuesto en el inciso 5° del artículo 6° de la ley 2213 de 

20222, todo memorial dirigido al proceso de la referencia deberá ser remitido al 

correo institucional de la oficina de reparto para los Juzgados Administrativos y en 

formato PDF, of02adcali@cendoj.ramajudicial.gov.co., y además deberá enviarse al 

correo institucional de las partes. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 

Juez 
 

                                                           
2 “(…) En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que ejerzan funciones 
jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones 
el demandado, el demandante, al presentar a demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella 
y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente. el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de este 
deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial: inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos” 

. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Auto Interlocutorio N° 1115 
 

Radicación 76001-33-33-016-2022-00216-00 
adm16cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Medio de control Reparación Directa – Art. 140 CPACA. 

Demandantes VÍCTOR MANUEL ANGEL SALAZAR - Representante legal 
de la Junta de Acción Comunal del Barrio Brisas de los 
Cristales de Cali 
markin537@hotmail.com 

Demandada DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, 
TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE 
SANTIAGO DE CALI 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

Asunto Traslado Medida Cautelar – Suspensión Provisional 

 
Santiago de Cali, siete (07) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

El señor VÍCTOR MANUEL ANGEL SALAZAR, de manera directa y en ejercicio 

del medio de control de simple nulidad, consagrado en el artículo 137 de la ley 1437 

del 2011- CPACA, pretende la nulidad del Acuerdo 0373 del 01 de diciembre de 

2014 del Municipio de Santiago de Cali hoy DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, 

CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE 

CALI, que expidió el Plan de Ordenamiento Territorial (POT), en sus artículos 24 

paragrafo 2,32, 38,39,40,41, y 42. 

 

Conjuntamente con su demanda, solicitó lo siguiente: 

 
“SOLICITUD DE SUSPENSION PROVISIONAL- MEDIDA CAUTELAR Se solicita se 
decrete la suspensión provisional de los artículos 24 paragrafo 2, 32, 38,39,40,41, y 
42 del acuerdo 0373 de 2014 POT de Cali objeto del presente litigio; esto es 
procedente en los términos del articulo 229, 230 y 231 del CPACA. En virtud a que, el 
acto administrativo demandado viola las normas citadas…” 

 

El artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 CPACA, prescribe: 

 
“ARTÍCULO 229. PROCEDENCIA DE MEDIDAS CAUTELARES. En todos los 
procesos declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de 
parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger 
y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, 
de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 
 

A la par el artículo 233 ibidem Dispone: 

 
“ARTÍCULO 233. PROCEDIMIENTO PARA LA ADOPCIÓN DE LAS MEDIDAS 
CAUTELARES. La medida cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de la 
demanda y en cualquier estado del proceso. 
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El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, en auto separado, ordenará 
correr traslado de la solicitud de medida cautelar para que el demandado se 
pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término de cinco (5) días, 
plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de la demanda. 
 

De acuerdo a lo anterior, el despacho conforme a las normas citadas Dispone: 

 

1. CORRER traslado de la solicitud de medida cautelar a la entidad demandada 

DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, TURÍSTICO, EMPRESARIAL Y 

DE SERVICIOS DE SANTIAGO DE CALI para que se pronuncie sobre ella en 

escrito separado dentro del término de cinco (5) días, lo cuales empezaran a correr 

dos (2) días después de la notificación que se le realice a la entidad demandada a 

través del canal electrónico destinado para las notificaciones personales. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LORENA MARTÍNEZ JARAMILLO 

Juez 
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